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Resumen: El presente informe, que corresponde al segundo semestre del año 2018, selecciona alguna de las decisiones que se han considerado más relevantes en materia de medio ambiente.  Incluye también algunas de la UE que más pronto o más tarde veremos traspuestas en nuestro ordenamiento o inspirando criterios regulatorios medioambientales, si bien ésta permanece inmersa en el problema del BREXIT y en el derrumbamiento de su liderazgo político y social.  El período ha estado marcado por la aprobación de la moción de censura en España y la configuración de un nuevo Gobierno.  La confección de la Ley de Presupuestos para 2018, aprobada en verano ha generado y está generando problemas de ejecución de gasto unidos a la reforma de la AGE.  Lo más llamativo en el ámbito del Medio Ambiente ha sido la creación del Ministerio para la Transición Ecológica, encomendándole la propuesta y ejecución de la política del Gobierno en materia de energía y medio ambiente para la transición a un modelo productivo y social más ecológico.  Igualmente corresponde al Ministerio para la Transición Ecológica la política de agua como bien público esencial.  Su actividad, tal y como intuíamos en el informe anterior está resultando frenética.
Palabras clave: “Transición Ecológica”, “Presupuestos 2018”, “Agenda 2030”, “Aceitunas”, “Cetáceos”, “Electricidad”.
Summary: This report, which corresponds to the second semester of the year 2018, selects some of the decisions that have been considered most relevant in terms of the environment. It also includes some of the EU that sooner or later we will see transposed in our order or inspiring environmental regulatory criteria, although this remains immersed in the BREXIT problem and in the collapse of its political and social leadership. The period has been marked by the approval of the motion of censure in Spain and the configuration of a new Government. The preparation of the Budget Law for 2018, approved in the summer, has generated and is generating problems of expenditure execution linked to the reform of the AGE. The most striking in the field of the Environment has been the creation of the Ministry for the Ecological Transition, entrusting the proposal and execution of the Government's policy on energy and environment for the transition to a more ecological and productive social model. The Water Policy as an essential public good is also the responsibility of the Ministry for the Ecological Transition. Your activity, as we intuited in the previous report is proving frantic.
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1. INNOVACIONES NORMATIVAS.  

1.1. UE, NORMAS Y OTRAS ACCIONES.
1.1.1. Directiva UE 2018/850 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, por la que se modifica la Directiva 1999/31/CE relativa al vertido de residuos.

1.2. ESTADO. 

1.2.1. Leyes y normas con rango de Ley. 

1.2.1.1. Ley 7/2018, de 20 de julio, de modificación de la Ley 42/2007, de patrimonio natural y de la biodiversidad.

1.2.1.2. Real Decreto-Ley 15/2018, de 5 de octubre, de medidas urgentes para la transición energética y la protección de los consumidores.  
Es, sin duda, la norma estrella del semestre.

La energía es un bien esencial para la sociedad. Para los hogares y las familias, es un bien imprescindible para satisfacer las necesidades básicas, como la iluminación, la alimentación o una climatización que permita mantener unas condiciones de confort suficientes para la salud. Además, debido a la creciente electrificación de los hogares, cada vez más tareas cotidianas requieren un suministro energético fiable y asequible. El sistema energético ha iniciado un proceso de transición hacia un nuevo paradigma caracterizado por la descarbonización, la descentralización de la generación, la electrificación de la economía, la participación más activa de los consumidores y un uso más sostenible de los recursos.

Los precios finales de la energía han sufrido unos incrementos muy significativos en las últimas semanas como consecuencia, principalmente, de dos factores: por un lado, los elevados precios de las materias primas (gas natural, petróleo, carbón) en los mercados internacionales y, por otro, el incremento en la cotización de los derechos de emisión de CO2 como resultado y anticipo de las decisiones adoptadas en la UE y, a nivel global, tras la Cumbre de París. 

Este momento excepcional requiere la adopción de medidas urgentes para conseguir el objetivo finalista de este real decreto-ley: asegurar que ante unas expectativas de precios finales elevados y sostenidos en el tiempo, los consumidores tienen información e instrumentos para gestionar su demanda, optimizar su consumo y reducir su factura energética. Complementariamente, se pretende acelerar la transición a una economía descarbonizada, mediante una mayor integración de las energías renovables, el fomento de la movilidad sostenible y la eficiencia energética. La transición energética contribuye igualmente al objetivo finalista de reducción de precios que persigue este real decreto-ley, que contiene una serie de medidas urgentes que permitan la consecución de los referidos objetivos:

· El Título I contiene medidas de protección de los consumidores: un primer capítulo dedicado a los consumidores vulnerables y la lucha contra la pobreza energética; y un segundo capítulo, que contiene medidas tendentes a aumentar la información, protección y racionalización de los mecanismos de contratación, aumentando la protección del conjunto de los consumidores de electricidad.

· El Título II asume el contenido de la Proposición de Ley sobre autoconsumo presentada por la mayoría de los grupos políticos del Congreso: se reconoce el derecho a autoconsumir energía eléctrica sin cargos; se reconoce el derecho al autoconsumo compartido, y se introduce el principio de simplificación administrativa y técnica.

· En el Título III se introduce una serie de actuaciones normativas encaminadas a acelerar la transición a una economía descarbonizada: integración de electricidad de fuentes de energía renovables, y movilidad sostenible.

· Se adoptan una serie de medidas relacionadas con la normativa fiscal, con el objetivo principal de moderar la evolución de los precios en el mercado mayorista de electricidad.

1.2.2. Reglamentos. 

1.2.2.1. Reales Decretos de estructura y organización.

RD 355/2018, de 6 de junio, por el que se reestructuran los departamentos ministeriales

RD 359/2018, de 8 de junio, por el que se crean Subsecretarías en los Departamentos ministeriales.

RD 594/2018, de 22 de junio, por el que se modifica el RD 1886/2011, de 30 de diciembre, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno.

RD 595/2018, de 22 de junio, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.
RD 864/2018, de 13 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio para la Transición Ecológica. (Energía y Medio Ambiente).
RD 904/2018, de 20 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación y por el que se modifica el RD 595/2018, de 22 de junio, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.
RD 958/2018, de 27 de julio, por el que se crea y regula la Comisión Interministerial para el cambio climático y la transición energética.
1.2.2.2. RD 293/2018, de 18 de mayo, sobre la reducción del consumo de bolsas de plástico y por el que se crea el registro de productores.
1.2.2.3 .RD 818/2018, de 6 de julio, sobre medidas para la reducción de las emisiones nacionales de determinados contaminantes atmosféricos.

1.2.2.4. Real Decreto 699/2018, de 29 de junio, por el que se declara Área Marina Protegida el régimen de protección. Corredor de migración de cetáceos del Mediterráneo, se aprueba un preventiva y se propone su inclusión en la Lista de Zonas Especialmente Protegidas de Importancia para el Mediterráneo.

Las aguas marítimas en las que España ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción, localizadas en el mar Mediterráneo entre las costas de Cataluña y la Comunidad Valenciana, y el archipiélago de las Islas Baleares, presentan un gran valor ecológico y constituyen un corredor de migración de cetáceos de fundamental importancia para la supervivencia de estos animales marinos.

Las Leyes 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, y 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino, transponen las Directivas comunitarias sobre la materia.

El Real Decreto aprobado contiene tres aspectos:

· La declaración como Área Marina Protegida del Corredor de migración de cetáceos del Mediterráneo.

· La aprobación de un régimen de protección preventiva, para garantizar la conservación de las especies presentes.

· Proponer la inclusión del corredor en la Lista de Zonas Especialmente Protegidas de Importancia para el Mediterráneo (Lista ZEPIM), creada por el Protocolo de 1995, en el marco del Plan de Acción del Mediterráneo y el Convenio para la protección del medio marino y de la región costera del Mediterráneo (Convenio de Barcelona) de las Naciones Unidas.
1.2.2.5. Real Decreto 861/2018, de 13 de julio, por el que se establece la normativa básica en materia de de declaraciones obligatorias de los sectores del aceite de oliva y las aceitunas de mesa y por el que se modifica el Real Decreto 772/2017,de 28 de julio, por el que se regula el potencial productivo vitícola.  
El Real Decreto aprobado tiene por objeto establecer la normativa básica en materia de declaraciones obligatorias de los sectores del aceite de oliva (incluido el orujo) y las aceituna de mesa, necesaria para dotarles de una mayor transparencia y poder disponer de las mejores informaciones de sus mercados.

· También se pretende dar cumplimiento a las obligaciones de información a la Comisión Europea previstas en los Reglamentos comunitarios aplicables, que exigen que la información notificada sea pertinente para el mercado de que se trate, exacta y completa. 

· La transparencia, como esencia para el conocimiento de los mercados agrarios, constituye una filosofía cada vez más arraigada en la definición de las políticas agrarias. La Ley 12/2013, de 2 de agosto, de medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimentaria, establece entre los fines de la Agencia de Información y Control Alimentarios la gestión del sistema de información de mercados oleícolas.

· En la actual coyuntura, resulta necesario adecuar los procedimientos, preservándose, sin embargo, el sistema de información de dichos mercados, a cuyo fin se establece la presente disposición. Ello permitirá un adecuado cumplimiento de las obligaciones de información a la Comisión Europea, realizar un apropiado seguimiento de la evolución del mercado, y a su vez, que los operadores del sector y las administraciones adopten sus decisiones con el mayor conocimiento. 

· Mediante este real decreto se afianza y actualiza el vigente sistema de declaraciones, a la vez que se complementa con un censo de instalaciones y operadores oleícolas obligados a declarar; así como se establece toda la información mínima que deben contener las declaraciones obligatorias en el sector del aceite de oliva y las aceitunas de mesa.

· Las comunidades autónomas serán responsables del mantenimiento y actualización del Censo de instalaciones y operadores oleícolas. El sistema de información de los mercados oleícolas quedará adscrito al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, que será el responsable de su funcionamiento coordinado. Éste, en colaboración con las comunidades autónomas, establecerá los protocolos técnicos necesarios para el correcto funcionamiento del mismo.
1.2.2.6. 901/2018, de 20 de julio, por el que se modifica e1 RD 1988/1993, de 12 de noviembre, por el que se establecen medidas para la lucha contra la enfermedad de Newcastle.
1.2.2.7. RD 902/2018, de 20 de julio, por el que se modifica el RD 140/2003, de 7 de febrero, por el que se establecen los criterios sanitarios de la calidad del agua de consumo humano, y las especificaciones de los métodos de análisis del RD 1798/2010, de 30 de diciembre, por el que se regula la explotación y comercialización de las aguas minerales naturales y aguas de manantial envasadas para consumo humano, y del RD 1799/2010, de 30 de diciembre, por el que se regula el proceso de elaboración y comercialización de aguas envasadas para el consumo humano.

1.2.2.8. RD 957/2018, de 27 de julio, por el que se modifica el anexo I de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre de protección del medio marino.
1.2.2.9. RD 1048/2018, de 24 de agosto, por el que se modifica el RD 1054/2014, de 12 de diciembre, por el que se regula el procedimiento de cesión de los derechos de cobro, del déficit del sistema eléctrico del año 2013 y se desarrolla la metodología de cálculo del tipo de interés que devengarán los derechos de cobro de dicho déficit y, en su caso, de los desajustes temporales negativos posteriores.
1.2.2.10. RD 1114/2018, de 7 de septiembre, por el que se regula la concesión directa de subvenciones para la implantación de instalaciones de refrigeración basadas en tecnologías alternativas a los gases fluorados de alto potencial de calentamiento atmosférico en establecimientos dedicados a la distribución comercial.
1.2.2.11. RD 1029/2018 , de 28 de septiembre por el que se prorroga la situación de sequía declarada para el ámbito territorial de la Confederación Hidrográfica del Júcar por el RD 355/2015, de 8 de mayo, por el que se declara la situación de sequía en el ámbito territorial de la Confederación Hidrográfica del Júcar y se adoptan medidas excepcionales para la gestión de los recursos hídricos.
1.2.2.12. Real Decreto 1338/2018,de 29 de octubre, por el que se regula el potencial de producción vitícola. 
El presente Real Decreto pretende establecer las disposiciones básicas precisas para la aplicación en España de la nueva reglamentación comunitaria en materia de producción vitícola.

El Reglamento (UE) n.° 2017/2393, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de diciembre de 2017, introduce cambios en algunas disposiciones sobre el sistema de autorizaciones de nuevas plantaciones, en especial sobre la posibilidad de aplicar un nuevo criterio de admisibilidad, añadir la condición de joven a cualquier criterio de prioridad y de aplicar un límite máximo de superficie admisible por solicitante. Por otra parte, el Reglamento Delegado (UE) nº 2018/273 de la Comisión, de 11 de diciembre 2017, y el Reglamento de Ejecución (UE) 2018/274 de la Comisión, de 11 de diciembre de 2017, modifican algunas definiciones y aspectos relativos al potencial productivo vitícola.

Por seguridad jurídica, el nuevo Real Decreto sustituye completamente al anterior Real Decreto 772/2017, de 28 de julio, por el que se regulaba el potencial de producción vitícola, introduciendo mejoras técnicas derivadas de la experiencia adquirida en su aplicación.

Los principales aspectos de su contenido son:

· Las disposiciones contenidas en este real decreto serán de aplicación únicamente al viñedo destinado a la producción de uva de vinificación.

· El régimen de autorizaciones de viñedo no será de aplicación en la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias.

· Desde el 1 de enero de 2016 y hasta el 31 de diciembre de 2030, las plantaciones de viñedo de uva de vinificación pueden ser plantadas o replantadas únicamente si se concede una autorización de conformidad con las condiciones establecidas en el Reglamento (UE) nº 1308/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, en el Reglamento (UE) n.° 2017/2393, del Parlamento Europeo y del Consejo, el Reglamento de Ejecución (UE) n.° 2018/274, de la Comisión, el Reglamento Delegado nº 2018/273 de la Comisión, y en el presente real decreto.

· La uva producida en superficies destinadas a fines experimentales o al cultivo de viñas madres de injertos, y los productos vinícolas obtenidos en ambos supuestos, no podrán comercializarse durante los periodos durante los cuales tendrán lugar el experimento o el periodo de producción de viñas madres de injertos.

· Para cada año, el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación fijará la superficie que se podrá conceder para autorizaciones para nuevas plantaciones, antes del 30 de diciembre del año anterior, y que deberá ser superior al 0 % y como máximo del 1 % a nivel nacional de la superficie plantada de viñedo a 31 de julio del año anterior.

· Se podrá limitar, pero no prohibir, la superficie disponible para autorizaciones en la zona geográfica delimitada de una denominación de origen protegida.

1.2.2.13. Real Decreto 1339/2018, de 29 de octubre, por el que se desarrolla el Real Decreto Ley 16/2017, de 17 de noviembre, por el que se establecen disposiciones de seguridad en la investigación y explotación de hidrocarburos en el medio marino.  
La Directiva 2013/30/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de junio de 2013, sobre la seguridad de las operaciones relativas al petróleo y al gas mar adentro, conocida como “Directiva Offshore”, tenía como finalidad reducir la frecuencia de los accidentes graves conexos con operaciones relacionadas con el petróleo y el gas mar adentro y limitar sus consecuencias, así como mejorar los mecanismos de respuesta en caso de accidente. Hasta entonces, la Unión Europea carecía de una legislación específica relativa a la seguridad en las operaciones relacionadas con la investigación y explotación de hidrocarburos en el mar.

El Real Decreto-Ley 16/2017, de 17 de noviembre, por el que se establecen disposiciones de seguridad en la investigación y explotación de hidrocarburos en el medio marino, traspuso parcialmente al ordenamiento interno dicha Directiva. Pero su carácter técnico, los informes sobre riesgos graves, los planes internos y externos de emergencia, la política corporativa, el sistema de gestión de la seguridad y el medio ambiente y los procedimientos de comunicación y autorización, requerían de un desarrollo reglamentario posterior.

Mediante este Real Decreto se desarrolla reglamentariamente el Real Decreto-Ley 16/2017, y se completa la transposición de la Directiva Offshore, con el siguiente contenido:

· Desarrollar los requisitos que deben reunir las operaciones relacionadas con la investigación y explotación de hidrocarburos en el medio marino para prevenir accidentes graves y limitar sus consecuencias, con objeto de alcanzar un alto grado de protección para las personas, los bienes y el medioambiente, y en especial:

· Reforzar los referidos a la evaluación de la capacidad técnica y financiera de aquellas sociedades mercantiles que pretendan ser titulares de permisos.

· Establecer la obligación del operador en medio marino de constituir una garantía adicional, suficiente para cubrir las responsabilidades medioambientales.

· Establecer una serie de principios para la gestión de riesgos relativos a las operaciones relacionadas con la investigación y explotación de hidrocarburos en el medio marino.

· Introducir criterios más estrictos a fin de asegurar el cumplimiento de las normas de seguridad en las inspecciones de las  instalaciones afectadas. 

· Elaborar  planes anuales de supervisión de las instalaciones por parte de la Autoridad Competente para la Seguridad de las Operaciones Marinas en materia de hidrocarburos (ACSOM) junto con el Ministerio de Fomento. 

· Establecer el régimen de comunicación y autorización de las operaciones relacionadas con la investigación y explotación de hidrocarburos en el medio marino por parte de la Autoridad Competente para la Seguridad de las Operaciones Marinas en materia de hidrocarburos (ACSOM).

· Antes del 1 de enero de 2020 el Gobierno constituirá la Autoridad Competente para la Seguridad de las Operaciones Marinas en materia de hidrocarburos, estableciendo su naturaleza, composición y disposiciones necesarias para su organización y funcionamiento.

1.2.2.14. Real Decreto (pendiente de publicación) por el que se modifica el Real Decreto 219/2013, de 22 de marzo, sobre restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos. 
Existen razones de interés general para restringir el uso de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos de forma que se eviten efectos negativos significativos en la salud humana y el medio ambiente.

La Directiva 2011/65/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2011, sobre restricciones a la utilización de determinadas sustancias peligrosas en aparatos eléctricos y electrónicos, fue traspuesta a nuestro ordenamiento por el Real Decreto 219/2013, de 22 de marzo. Su Anexo III incorporó el correspondiente de la Directiva, referido a las aplicaciones exentas de la restricción del uso de sustancias prohibidas específicas.

La nueva Directiva (UE) 2017/2102 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de noviembre de 2017, modifica la Directiva 2011/65/UE, con el objeto de facilitar las operaciones del mercado secundario relativas a los aparatos eléctricos y electrónicos, que impliquen, entre otras, la reparación o sustitución de piezas de recambio, actualización de funciones o mejora de la capacidad, para así promover la economía circular permitiendo la reutilización de dichos aparatos, siempre que sean introducidos en el mercado antes del 22 de julio de 2029.

El Real Decreto aprobado modifica el Real Decreto 219/2013, en el sentido indicado, para transponer la Directiva (UE) 2017/2102. Por otro lado, transpone a nuestro ordenamiento jurídico un total de ocho Directivas delegadas que modifican el Anexo III de la Directiva 2011/65/UE, para adaptarlo al progreso científico y técnico, a través de la modificación del anexo III del real decreto anteriormente citado, recogiendo exenciones para:

· El cadmio en diodos fotoemisores (LED) de conversión de color utilizados en sistemas de visualización [Directiva Delegada (UE) 2017/1975].

· Determinados componentes eléctricos y electrónicos que contengan plomo en vidrio o cerámica [Directiva Delegada (UE) 2018/736].

· El plomo en pastas de soldadura para soldar a condensadores cerámicos multicapa dispuestos en planos y discos con taladros mecanizados [Directiva Delegada (UE) 2018/737].

· El  plomo en elementos de cerametal de los potenciómetros de ajuste [Directiva Delegada (UE) 2018/738]. 

· El plomo como elemento de aleación en acero [Directiva Delegada (UE) 2018/739].

· El plomo como elemento de aleación en aluminio [Directiva Delegada (UE) 2018/740].

· El plomo como elemento de aleación en cobre [Directiva Delegada (UE) 2018/741].

· El plomo en pastas de soldadura de alta temperatura de fusión [Directiva Delegada (UE) 2018/742]. 

1.2.2.15. Real Decreto (pendiente publicación) por el que se aprueban las estrategias marinas. 
La Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino constituye la transposición al sistema normativo español de la “Directiva Marco sobre la estrategia marina” (Directiva 2008/56/CE de 17 de junio de 2008), por la que se establece un marco de acción comunitaria para la política del medio marino, con el principal objetivo de lograr o mantener un buen estado ambiental del medio marino. 

Para su consecución, se crean las estrategias marinas como herramienta de planificación del medio marino. Son instrumentos de planificación y constituyen el marco general al que deberán ajustarse necesariamente las diferentes políticas sectoriales y actuaciones administrativas con incidencia en el medio marino. Perseguirán como objetivos específicos:

· Proteger y preservar el medio marino, incluyendo su biodiversidad, evitar su deterioro y recuperar los ecosistemas marinos en las zonas que se hayan visto afectados negativamente.

· Prevenir y reducir los vertidos al medio marino, con miras a eliminar progresivamente la contaminación del medio marino, para velar por que no se produzcan impactos o riesgos graves para la biodiversidad marina, los ecosistemas marinos, la salud humana o los usos permitidos del mar.

· Garantizar que las actividades y usos en el medio marino sean compatibles con la preservación de su biodiversidad.

Las estrategias marinas consisten en la realización de una serie de tareas consecutivas: evaluación inicial del estado del medio marino; determinación del buen estado ambiental; establecimiento de una serie de objetivos ambientales a fin de orientar el proceso hacia la consecución del buen estado ambiental; establecimiento de unos programas de seguimiento; elaboración y aplicación de un programa de medidas para lograr el buen estado ambiental. 

La Ley de protección del medio marino establece que las estrategias marinas, que incluirán el programa de medidas, deberán ser aprobadas por el Gobierno mediante real decreto. El presente Real Decreto:

· Aprueba las estrategias marinas del primer ciclo (2012-2018), incorporando el programa de medidas, tarea con la que se ultima este instrumento de planificación. 

· Establece los mecanismos por los que se aplicarán las estrategias marinas.

· Regula el calendario de actualización de las mismas en horizontes temporales de seis años, para cumplir con los requisitos de gestión adaptativa incluidos en la Ley y en la Directiva Marco sobre la estrategia marina. 

Para la elaboración de las estrategias marinas ha sido fundamental la labor de coordinación y cooperación interadministrativa. Así, en este primer ciclo, se han creado los órganos colegiados que se establecían en la Ley 41/2010. Se creó la Comisión Interministerial de Estrategias Marinas – CIEM (Real Decreto 715/2012, de 20 de abril). Como órganos de cooperación entre la Administración General del Estado y las comunidades autónomas litorales, se crearon cinco Comités de Seguimiento de la Estrategia Marina, uno por cada una de las cinco demarcaciones marinas. 

1.2.3. Otras Disposiciones.
1.2.3.1. Acuerdo por el que se aprueba el "Plan de Acción para la Implementación de la Agenda 2030: hacia una Estrategia Española de Desarrollo Sostenible".

En septiembre de 2015, los 193 Estados miembros de Naciones Unidas adoptaron por unanimidad la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. La Agenda 2030 culmina los debates y esfuerzos desarrollados por las Naciones Unidas en pro del desarrollo humano y sostenible desde los años noventa, y se define de esta manera: “La Agenda 2030 es un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad. También tiene por objeto fortalecer la paz universal dentro de un concepto más amplio de la libertad. Estamos resueltos a liberar a la humanidad de la tiranía de la pobreza y las privaciones, y a sanar y proteger nuestro planeta. También se pretende hacer realidad los derechos humanos de todas las personas y alcanzar la igualdad entre los géneros y el empoderamiento de todas las mujeres y niñas”. 

La Agenda recoge los principios de universalidad de su aplicación y la integración de las dimensiones sociales, medioambientales y económicas de todas las políticas públicas, y una hoja de ruta para el desarrollo global, con objetivos de desarrollo sostenible (ODS), metas e indicadores centrados en la persona, el planeta, la prosperidad, la paz y las alianzas. Cada Estado miembro está llamado a impulsar la implementación de la Agenda a través de estrategias, planes o políticas nacionales. 

El Foro Político de Alto Nivel que se celebra anualmente en la sede de las Naciones Unidas es el mecanismo de seguimiento y revisión. En 2016 y 2017, un total de 64 países se han sometido a este examen. En julio de 2017 España anunció su presentación a examen en 2018, creando  el Grupo de Alto Nivel (GAN) para la coordinación y preparación de la evaluación.

El objeto del Acuerdo es la aprobación del “Plan de Acción para la Implementación de la Agenda 2030: Hacia una Estrategia Española de Desarrollo Sostenible”, documentación requerida para el Examen Nacional Voluntario de España a celebrarse el 18 de julio de 2018 en la sede de las Naciones Unidas en Nueva York. 

El Plan de Acción se compone de dos partes principales:

· Estado de los objetivos de desarrollo sostenible en España.

· Acciones para impulsar la Agenda en 2018-2020, en áreas prioritarias como: prevención y lucha contra la pobreza, desigualdad y exclusión social, igualdad de oportunidades (PEIO 2018-2021), nueva agenda urbana española, economía circular, ley de cambio climático y transición energética, investigación científica  y técnica, estrategia de economía social 2017-2020, plan de gobierno abierto, y cooperación española. 

1.2.3.2. Orden PCI/824/2018, de 31 de julio, por la que se modifica el anexo I del RD 20/2017, de 20 de enero, sobre los vehículos al final de su vida útil.
1.2.3.3. Orden TEC/886/2018, de 22 de agosto, por la que se autoriza un trasvase desde los embalses de Entrepeñas-Buendía, a través del acueducto Tajo-Segura, a razón de 20 hm cúbicos para el mes de agosto de 2018.

1.2.3.4. Orden TEC/886/2018, de 10 de septiembre, por la que se autoriza un trasvase desde los embalses de Entrepeñas-Buendía, a través del acueducto Tajo-Segura, a razón de 20 hm cúbicos para el mes de septiembre de 2018.

1.2.3.5. Acuerdo por el que se declaran las provincias de Málaga, Sevilla, Cádiz, Valencia, Castellón, Tarragona y Teruel “Zonas afectadas gravemente por una emergencia de protección civil”, como consecuencia de las lluvias torrenciales y desbordamientos de torrentes acaecidos los pasados días 18, 19, 20 y 21 de octubre.

El jueves 18 de octubre de 2018, la Península y Baleares se vieron afectadas por un flujo húmedo e inestable desde el Mediterráneo, debido a la presencia de una borrasca situada en el sur peninsular. Esta situación dio origen a precipitaciones fuertes, con tormentas, produciendo acumulaciones importantes de agua. El sábado 20, la borrasca se desplazó hacia el suroeste, situando las mayores precipitaciones, fuertes o muy fuertes y persistentes, en la provincia de Málaga. 

Hay que lamentar, como consecuencia de estos hechos, el fallecimiento de un bombero perteneciente al Consorcio Provincial de la Diputación de Málaga. Algunos daños personales pudieron minimizarse gracias a las actuaciones de rescate y evacuación por parte de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado y de los Servicios de Protección Civil. Se tiene, además, conocimiento de daños en carreteras, vehículos, infraestructuras municipales, viviendas, establecimientos comerciales y en explotaciones agrícolas y ganaderas. Las provincias afectadas han sido Málaga, Sevilla, Cádiz,  Valencia, Castellón, Tarragona y Teruel.

Por el presente Acuerdo se declaran las provincias de Málaga, Sevilla, Cádiz,  Valencia, Castellón, Tarragona y Teruel  "zonas afectadas gravemente por una emergencia de protección civil", como consecuencia de las lluvias torrenciales acaecidas los días 18, 19, 20 y 21 de octubre de 2018, de acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil. A fin de paliar los daños personales y materiales producidos, de conformidad con lo dispuesto en dicha Ley, se adoptarán las medidas a las que se refieren los siguientes apartados:

· Ayudas destinadas a paliar daños personales; daños materiales en vivienda y enseres, y en establecimientos industriales, mercantiles, agrarios, marítimo-pesqueros, turísticos y de otros servicios.

· Ayudas a las personas físicas o jurídicas que hayan realizado prestaciones personales y de bienes.

· Daños en infraestructuras municipales y red viaria. 

· Actuaciones de restauración medioambiental 

· Actuaciones en el dominio público marítimo terrestre 

· Daños en las demás infraestructuras públicas.

· Régimen de contratación.

· Consorcio de Compensación de Seguros.

· Inversiones realizadas para reparar los daños incluidos en el ámbito de aplicación de este acuerdo.

· Medidas fiscales.

· Medidas laborales y de Seguridad Social.

· Comisión de coordinación de las medidas de apoyo a damnificados.

1.3. COMUNIDADES AUTÓNOMAS. 

1.3.1. Leyes y normas con rango de Ley, Reglamentos y otras Disposiciones. 

A) País Vasco. 

B) Cataluña. 

C) Galicia. 

D) Andalucía. 

Decreto-Ley 2/2018, de 26 de junio, de simplificación de normas en materia de energía y fomento de las energías renovables en Andalucía.
E) Asturias. 

F) Cantabria. 

G) La Rioja. 

H) Región de Murcia. 

Ley 1/2018, de 7 de febrero, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad ambiental en el entorno del Mar Menor.
I) Comunidad Valenciana. 

Ley 13/2018, de 1 de junio, de modificación de la Ley 3/1993, de 9 de diciembre, forestal de la Comunidad Valenciana.
J) Aragón. 

K) Castilla La Mancha. 

Ley 2/2018, de 15 de marzo, por la que se modifican la Ley 3/2015, de 5 de marzo, de caza de Castilla-La Mancha y otras normas en materia medioambiental y fiscal.
L) Canarias. 

M) Navarra. 

N) Extremadura. 

Ñ) Illes Balears. 
Ley 9/2018, de 31 de julio, por la que se modifica la Ley 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears.
O) Madrid. 

P) Castilla y León.

2. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.  

2.1. TRIBUNAL DE LA UE Y OTROS INTERNACIONALES
2.2. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.  
2.2.1. Pleno. Sentencia 42/2018, de 26 de abril de 2018. Recurso de inconstitucionalidad 6711-2016. Interpuesto por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Unidos Podemos-En Comú Podem-En Marea en el Congreso de los Diputados en relación con diversos preceptos de la Ley del Parlamento de Canarias 2/2016, de 27 de septiembre, para la modificación de la Ley 6/2002, de 12 de junio, sobre medidas de ordenación territorial de la actividad turística en las islas de El Hierro, La Gomera y La Palma. Competencias sobre protección ambiental y principios de jerarquía normativa y autonomía local: nulidad de la disposición legal autonómica que declara determinadas actuaciones de interés insular a efectos de la tramitación de instrumentos de planificación singular turística (STC 129/2013).

2.2.2. Pleno. Sentencia 65/2018, de 7 de junio de 2018. Recurso de inconstitucionalidad 6240-2017. Interpuesto por el Presidente del Gobierno en relación con diversos preceptos de la Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha 1/2017, de 9 de marzo, por la que se establecen medidas adicionales de protección de la salud pública y del medio ambiente para la exploración, investigación o explotación de hidrocarburos utilizando la técnica de la fractura hidráulica. Competencia sobre ordenación general de la economía, medio ambiente y minas: interpretación conforme del precepto legal autonómico relativo al régimen exploración, investigación y explotación minera en el suelo rústico de reserva (STC 106/2014).

2.2.3. Pleno. Sentencia 88/2018, de 19 de julio de 2018. Conflicto positivo de competencia 3977-2017. Planteado por el Gobierno de la Generalitat de Cataluña respecto de diversos preceptos del Real Decreto 264/2017, de 17 de marzo, por el que se establecen las bases reguladoras para la financiación de la adaptación de las líneas eléctricas de alta tensión a los requisitos establecidos en el Real Decreto 1432/2008, de 29 de agosto, por el que se establecen medidas para la protección de la avifauna contra la colisión y la electrocución en líneas eléctricas de alta tensión. Competencias sobre medio ambiente y poder de gasto: nulidad de los preceptos reglamentarios que atribuyen a la administración del Estado el ejercicio de potestades ejecutivas (STC 13/1992).

2.3. TRIBUNAL SUPREMO.
2.3.1. STS 04/06/2018, recurso 438/2017, presentado por la CNMC, al RD 1057/2015, de 20 de noviembre, por el que se modifica el Reglamento de la Ley de Ordenación de los transportes terrestres en materia de arrendamientos de vehículos con conductor.
2.4. AUDIENCIA NACIONAL.

2.5. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

STSJ AR 607/2017, dictada en apelación 75/2015, contra la Resolución del Presidente del INAGA, de 7 de marzo de 2014 sobre informes de traída de agua de Fuente del Pino y construcción de depósito de agua más separata fase 2ª en el término municipal de Yésero.
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